SALA DE CASACIÓN SOCIAL

ACCIDENTAL
Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO

 


En el juicio que por cobro de diferencia de  prestaciones sociales sigue el ciudadano EDDY SANTOS SÁNCHEZ, representado judicialmente por el abogado Luis E. Pichardo López contra la COMPAÑÍA ANÓNIMA NACIONAL TELÉFONOS DE VENEZUELA, (C.A.N.T.V.), representada judicialmente por los abogados Leopoldo Borjas H., José Antonio de Miguel, Alejandro Graterol Marín, Justo Oswaldo Páez Pumar, Rosa Amalia Páez Pumar de Pardo, José Manuel Ortega, Enrique Lagrange, Arminio Borjas (hijo), Rosa Elena Martínez de Silva, Manuel Acedo Sucre, Carlos Eduardo Acedo Sucre, Rosemary Thomas R., Mariela Morreo, Alfonso Graterol Jatar, Cristina Palacios Machado, Clementina Yánez Azpúrua, Gustavo García Escalante, Fred Aarons, Ana Mercedes Pardo, José Manuel Lander Capriles, María Carolina Fonseca, Adriana Pérez Camero, José Manuel Rizzo Pérez María Ignacia Cure, Javier Enrique Adrián, Rosa Elena Martínez de Silva, Alejandro Campins, María Eva Carrillo, Oscar Álvarez Maza, Gustavo Moreno Mejías, y Juan José Souffront; el Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, conociendo en apelación, dictó sentencia en fecha 06 de abril del año 2001, mediante la cual declaró sin lugar el recurso de apelación ejercido por el apoderado judicial de la parte demandada, sin lugar la defensa de prescripción alegada por la demandada, con lugar la acción incoada por el ciudadano Eddy Santos Sánchez, modificó la sentencia emanada del a-quo, ordenó una experticia complementaria del fallo y condenó en costas a la parte accionada.

 


Contra este fallo de la alzada, anunció recurso de casación el abogado Juan A. Ramírez Torres, en su carácter de apoderado judicial de la parte demandada, el cual fue admitido.

 


Remitido el expediente, fue recibido en esta Sala de Casación Social, dándose cuenta del asunto en fecha 12 de junio del año 2001.  En esa misma fecha, los Magistrados Omar Alfredo Mora Díaz y Juan Rafael Perdomo, manifestaron tener motivos de inhibición para conocer del presente asunto.

 


Fue formalizado el recurso de casación anunciado por la parte demandada. No hubo impugnación. 

 


Declaradas con lugar las inhibiciones de los Magistrados Omar Mora Díaz  y Juan Rafael Perdomo, se procedió a convocar a los conjueces o suplentes respectivos.

 


Manifiesta la aceptación de los respectivos conjueces y suplentes para integrar la Sala Accidental, la misma quedó constituida en fecha 26 de julio del año 2001 de la siguiente manera: Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO y la segunda suplente Dra. MARÍA CRISTINA PARRA, Presidente y Vicepresidente respectivamente y el segundo conjuez Dr. FRANCISCO CARRASQUERO LÓPEZ. Se designó Secretaria a la Dra. Birma I. Trejo de Romero. El Presidente electo, de conformidad con lo establecido en el artículo 64 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, se reservó la Ponencia del presente asunto.

 

 


En fecha 02 de agosto del año 2001, el Juzgado de sustanciación declaró concluida la sustanciación del presente asunto.

 


Cumplidas las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social (accidental) a decidirlo bajo la Ponencia del Magistrado Alfonso Valbuena Cordero, previas las siguientes consideraciones:

 

PUNTO PREVIO

 


Ha sido establecido por esta Sala de Casación Social (Francisco Dávila Alvarez  vs C.A. Venezolana de Seguros), que el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, privilegia la resolución de las cuestiones de forma antes que las de fondo, resultando en consecuencia parte de su contenido contradictorio con respecto al vigente texto constitucional, que da prioridad a la resolución de la controversia, por cuanto ordena no sacrificar la justicia por la omisión de formalidades no esenciales y que se obtenga con prontitud una decisión sobre la misma, y es por ello, con fundamento en el principio de la supremacía de la Constitución y el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, que la Sala,  analizado el caso concreto, desaplica la regla general del artículo 320 eiusdem, que obliga a resolver en primer término y en forma excluyente en caso de procedencia, el recurso de forma, por cuanto resolver primeramente los planteamientos atinentes al fondo de lo debatido, es el método de análisis respecto del orden de las denuncias, que mejor sirve a los fines de impartir efectiva justicia.

 


En consecuencia, en aplicación del criterio anterior, esta Sala pasa a decidir el presente recurso de casación, conociendo en  primer lugar las denuncias formuladas bajo el recurso por infracción de ley y, posteriormente de ser necesario las contenidas en el recurso por defectos de actividad.

 

 INFRACCIÓN DE LEY

-I-

 


De conformidad con el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, denuncian los formalizantes la infracción por la recurrida del encabezamiento del artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo y los artículos 14 y 1.629 del Código Civil, por falta de aplicación y el artículo 1.980 eiusdem, por falsa de aplicación.

 


Para fundamentar su denuncia los recurrentes textualmente señalan:

 

“La recurrida, en sus páginas 6, 7 y 8 pasó a conocer de la defensa de prescripción de la acción opuesta por la demandada, y con fundamento en doctrina y jurisprudencia, declaró aplicable el artículo 1.980 del Código Civil, para decidir tal defensa, por lo que, habiéndose establecido que la fecha de terminación de la relación laboral acaeció en fecha 16 de septiembre de 1995 y que la citación de la demandada ocurrió en fecha 22 de octubre de 1997, decidió que no había transcurrido el lapso de tres (3) años previstos en esa norma y declaró la improcedencia de la defensa de prescripción opuesta.

 

Ahora bien, al declarar que la acción laboral que dio origen al juicio decidido prescribía según el artículo 1.980 del Código Civil, y no de conformidad con el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo, la recurrida desconoció la especialidad de la normativa laboral, lo cual produjo la infracción, por falsa aplicación del artículo 1.980 del Código Civil y por falta de aplicación de los artículos 61 de la Ley Orgánica del Trabajo, 14 y 1.629 del Código Civil.

 

La acción que dio origen al juicio decidido por la recurrida, es una acción laboral, ya que, mediante ella, el demandante hizo valer derechos que hizo derivar de la existencia de una relación de trabajo que mantuvo con la demandada. Tal y como lo señala la recurrida en su página 9, el demandante pidió de la demandada el pago de la cantidad de cinco millones seiscientos veintisiete mil ciento ochenta y cinco bolívares con ochenta y siete céntimos (Bs. 5.627.185,77) por concepto de diferencias de antigüedad, vacaciones, bono vacacional, vacaciones fraccionadas, utilidades fraccionadas, intereses sobre prestaciones sociales, salarios, utilidades e intereses sobre la prestación de antigüedad, así como el reajuste de su pensión de jubilación.

 

El título de esa acción, fue un contrato de trabajo, por ello, se trata de una acción laboral, y, en consecuencia, a ella, debe aplicarse la normativa laboral contenida en las leyes especiales de la materia.

 

El artículo 1.629 del Código Civil, dispone:

 

‘Los derechos y las obligaciones de los patronos y trabajadores, con ocasión del trabajo, se regirán por la legislación especial del trabajo’. (El resaltado es nuestro).

 

Conforme a dicha disposición, los derechos y obligaciones de los patronos y trabajadores se rigen por la ley especial en materia de trabajo. Actualmente, la Ley Orgánica del Trabajo.

 

Por otra parte, el artículo 14 del Código Civil, dispone que las disposiciones contenidas en los Códigos y leyes nacionales especiales, se aplicarán con preferencia a las de ese Código -Civil- en las materias que constituyen su especialidad.

 

De esas disposiciones del derecho común, se deriva que en materia de prescripción de la acción laboral, debe aplicarse la ley especial que regule esa materia.

 

La Ley Orgánica del Trabajo, en el encabezamiento de su artículo 61, preceptúa cual es el lapso de prescripción en materia laboral. Expresa dicha norma.

 

‘Todas  las acciones provenientes de la relación de trabajo prescribirán al cumplirse un (1) año contado desde la terminación de la prestación de los servicios.’ (El resaltado es nuestro).

 

 

 

Según dicha disposición, todas las acciones que se hagan derivar de la existencia de una relación de trabajo prescriben en el lapso de un (1) año a contar de la fecha de la terminación de la relación.

 

Dicha norma no establece distinciones en cuanto a los derechos que se pidan por vía de la acción, disponiendo así que todas las acciones laborales, es decir todas las acciones mediante las cuales se pida algo que se haga derivar de la existencia de una relación de trabajo, prescriben en el lapso de un año a contar de la fecha de terminación de dicha relación.

 

En materia laboral, lo que determina la aplicación de un (1) año de prescripción a que se contrae el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo, es que la acción se haga derivar de la existencia de una relación de trabajo, es decir, que el actor invoque la existencia de una relación de trabajo extinguida en fundamento del derecho que pretende.

 

La acción que dio origen al juicio que nos ocupa es una acción laboral, por tanto, el lapso de prescripción de la misma es el previsto en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

El artículo 61 de la Ley Orgánica de la Ley del Trabajo, (sic)  en su primer párrafo, regula, pues, la prescripción de la acción laboral, y al dispositivo de esa norma debió atenerse el juzgador de la recurrida para decidir la defensa de prescripción opuesta por la demandada.

 

La recurrida, a pesar de establecer que habían transcurrido más de dos (2) (sic) desde la fecha de terminación de la relación laboral de las partes y la de la citación de la demandada, le negó aplicación al artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo que consagra el lapso de un (1) año a contar de la fecha de finalización de la relación laboral para la prescripción de todas las acciones que deriven de una relación de trabajo, materializándose la infracción, por falta de aplicación, de esa norma jurídica.

 

 

Por otra parte, la recurrida aplicó a la acción –laboral-que dio origen al juicio que nos ocupa, el lapso de prescripción previsto en el artículo 1.980 del Código Civil, a pesar de la especialidad y preferente aplicación que, en materia laboral, tiene el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

Al decidir aplicar el artículo 1.980 del Código Civil, para resolver la defensa de prescripción de la acción opuesta por la accionada, la recurrida infringió, por falta de aplicación, el artículo 1.629 del Código Civil, que dispone que los derechos y obligaciones de los patronos y trabajadores, se rigen por la legislación especial del trabajo.

 

Asimismo, al aplicar el artículo 1.980 del Código Civil, para resolver la defensa de prescripción de la acción, la recurrida infringió, por falta de aplicación, el artículo 14 del Código Civil, que dispone que las disposiciones de las leyes especiales se aplican con preferencia a las del Código Civil, en las materias que constituyen su especialidad.

 

El artículo 1.980 del Código Civil no es aplicable al caso sometido a decisión, ya que existe una norma en materia laboral -de aplicación preferente dada su especialidad- que regula el lapso de prescripción de todas las acciones laborales, es decir, de todas las acciones en las cuales el demandante invoca la existencia de una relación de trabajo para pretender algo.

 

El artículo 1.980 del Código Civil, dispone:

 

‘Se prescribe por tres años la obligación de pagar los atrasos del precio de los arrendamientos de los intereses de las cantidades que los devenguen y, en general, de todo cuanto deba pagarse por años o por plazos periódicos más cortos’.

 

Las diferencias de prestaciones sociales cuyo pago pide el actor mediante su demanda, no califican de prestaciones ‘que deben pagarse por años o por plazos periódicos más cortos’; por tanto, mal puede la referida norma regular el lapso de prescripción de la acción mediante la cual el demandante hizo valer tales derechos. De manera, pues, que esa norma no regula la prescripción de la acción laboral instaurada por el demandante. Por otra parte, cabe señalar que el artículo 1.980 del Código Civil, es aplicable únicamente a las obligaciones de rédito, no a las obligaciones de capital.

 

En efecto, la razón de ser del artículo 1.980 del Código Civil, al igual que el de las normas de algunas ordenanzas francesas que sirven de antecedente, es evitar que la acumulación progresiva de obligaciones de moderado quantum que el deudor podría cumplir a medida en que fueran venciendo, con sus ingresos ordinarios, llegue a convertir a esas pequeñas obligaciones en una sola gran deuda susceptible de producir la ruina de quien deba pagarla. Atendiendo a esa finalidad de la norma se ha sostenido que una ligera interpretación de la parte final de la norma que apunta tal prescripción trienal a ‘...todo cuando deba pagarse por años o por plazos periódicos más cortos.’, podría conllevar a la aplicación de esa norma a situaciones que están sustraídas de ella.

 

La doctrina nacional y extranjera han sostenido, pues, que atendiendo a la finalidad de la norma las obligaciones sujetas a la prescripción trienal son aquellas correspondientes a prestaciones cuyo objeto constituye el producto de un capital, es decir las obligaciones de rédito.

 

En ese sentido, el Dr. Enrique Lagrange, en artículo publicado en la Revista N° 9 de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica Andrés Bello, Año lectivo 1969-1970, titulado ‘La prescripción de las obligaciones de pagar los precios de las adquisiciones de bienes efectuados por la República, con especial referencia al (sic) a los suministros de mercancías y, en particular, a los de energía eléctrica, de gas y de agua’, al tratar el problema de la aplicación de la prescripción que prevé dicho artículo 1.980 del Código Civil, expresa:

 

 

‘El criterio mas acertado en esta materia parece ser el que, sin detenerse en las características meramente extrínsecas de los supuestos expresamente contemplados en la norma de referencia, y sin olvidar, tampoco los antecedentes históricos de la misma, ni la finalidad que ella persigue, cual es la de impedir la acumulación progresiva de créditos renovables y su converción (sic) por la inercia ( a veces maliciosa) del acreedor en un crédito único mayor importe, estima que el objeto propio de la prescripción trienal extintiva está constituido por las obligaciones de rédito, por oposición a las obligaciones de capital. En este sentido COVIELLO estima que la mencionada prescripción comprende ´todas las prestaciones periódicas pagaderas en un año o a plazos más breves, que dependan del mismo título, y sean el producto o lo accesorio de un capital, no las que son objeto de deudas distintas y no pueden considerarse como productos de un capital (como sucede en los legados anuales, etc)’ (omissis) ... De modo pues que si se toma en cuenta que la disposición del artículo 1.980 del Código Civil se inspira en una finalidad social de protección a ciertos deudores, que el propósito que aquella disposición legal persigue en tal sentido es evita la capitalización de deudas de rédito (lo que está confirmado por los propios antecedentes históricos de la norma) y, (no obstante la defectuosa formula empleada en él) dicho artículo debe ser interpretado en conexión íntima con las aplicaciones concretas que su texto mismo señala, y en vista de la naturaleza jurídica de los supuestos a que tales aplicaciones apuntan, habrá que acoger como justo el criterio antes señalado. El artículo 1.980 del Código Civil establece una prescripción breve extintiva de las obligaciones correspondientes a prestaciones cuyo objeto constituye el producto de un capital, y que en este sentido denominamos, como locución quizá no demasiado rigurosa, pero que consideramos expresa bien el concepto que envuelve, obligaciones de rédito, por contraste con aquellas otras cuyo objeto es la prestación de un capital y que se hallan (sic) sujetas a la prescripción extintiva ordinaria’ (negritas propias).

 

Conforme a una interpretación ajustada del artículo 1.980 del Código Civil, la prescripción trienal que éste no es aplicable a obligaciones, que, aun siendo periódicas, no son obligaciones de rédito, es decir, no son producto o fruto de un capital.

 

Dadas las consideraciones expuestas, el artículo 1.980 del Código Civil no es susceptible de ser aplicado para resolver la defensa de prescripción de las acciones laborales que tengan por objeto el pago de diferencias de prestaciones sociales, ni un reajuste en la pensión de jubilación.

 

Tal y como ha establecido este Máximo Tribunal, la falsa aplicación de la norma jurídica alude a lo erróneo de la relación entre la ley y el hecho, como sucede cuando se aplica una norma a un hecho no regulado por ella, o que su aplicación se haga de tal forma que se llegue a consecuencias jurídicas distintas o contrarias  a las que persigue la ley.

 

En ese sentido, sostienen los Dres. Alirio Abreu Burelli y Luis Aquiles Mejía Arnal, en su obra ‘La Casación Civil’, Editorial Jurídica Alva, Caracas, 2000, pág, 372, ‘En este caso de infracción de ley, el juez no se equivoca al interpretar el supuesto de hecho de la norma, sino al ‘interpretar’ el hecho a la luz del derecho, es decir, al establecer la relación de equivalencia entre las particularidades del hecho y las características del supuesto abstracto de la norma jurídica.

 

La recurrida, al decidir aplicar el artículo 1.980 del Código Civil, para resolver la defensa de prescripción de la acción, a pesar de que esa norma no regula el supuesto de hecho sometido a su decisión, infringió, por falsa aplicación, esa norma.

 

 

Las infracciones denunciadas fueron determinantes en el dispositivo del fallo, pues habiendo sido declarada improcedente la defensa de prescripción de la acción opuesta por la demandada, se ordenó a ésta pagar al actor diferencias de prestaciones sociales pedidas por él, así como el reajuste de su pensión de jubilación.

 

Para decidir, en vez de negarle aplicación, la recurrida ha debido aplicar el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo, con lo cual hubiera declarado prescrita la acción instaurada por el acto, en virtud del carácter laboral de la misma.

 

Asimismo, en vez de negarles aplicación, la recurrida, para decidir, ha debido aplicar: a) el artículo 1.629 del Código Civil, según el cual los derechos y obligaciones de patronos y trabajadores se rigen por la legislación especial del trabajo. De haber aplicado esa norma, la recurrida hubiera decidido que la defensa de prescripción de la acción intentada por el actor, debía resolverse en fundamento de los (sic) dispuesto en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo; y b) el artículo 14 del Código Civil, según el cual, las disposiciones de las leyes nacionales especiales se debe  aplicar con preferencia a las del Código Civil, en las materias que constituyen su especialidad. De haber aplicado esa norma, la recurrida hubiera decidido que el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo, era la norma aplicable para resolver la defensa de prescripción de la acción opuesta por la demandada, ya que dicha norma por ser especial a la materia laboral, es de aplicación preferente.”

 

 


La Sala para decidir observa:

 


Alegan los formalizantes que la recurrida al declarar que la acción laboral prescribía según el artículo 1.980 del Código Civil y no de conformidad con el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo, desconoció la especialidad de la normativa laboral, lo que produjo la infracción por falsa aplicación del artículo  1.980 del Código Civil y por falta de aplicación de los artículos 61 de la Ley Orgánica del Trabajo, 14 y 1.629 del Código Civil.

 


Ahora bien, el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo establece que todas las acciones provenientes de la relación de trabajo prescriben al cumplirse un año contado desde la terminación de la prestación de servicios; por su parte el artículo 62 eiusdem señala que las acciones por reclamaciones por indemnizaciones por accidentes de trabajo o enfermedades profesionales prescribirán al cumplirse dos años contados a partir de la fecha del accidente o constatación de la enfermedad. Así mismo, el artículo 63 ibidem señala el tiempo de un año contado a partir que se haga exigible el beneficio de las utilidades, para que prescriban las acciones tendientes al reclamo respectivo. Igualmente el artículo 64 de la misma Ley, establece cuatro casos en los cuales se interrumpe la prescripción de la acción y en el último de ellos se remite a las causas señaladas en el Código Civil. En consecuencia, las acciones derivadas de la relación de trabajo prescriben al año, con las excepciones señaladas anteriormente. 

 


En el presente caso se observa, que el actor acumuló dos pretensiones diferentes, a saber, el pago de diferencia por concepto de prestaciones sociales y un reajuste en la pensión de jubilación que le fuera otorgada, lo cual debió ser tomado en consideración, debido a que cada pretensión tiene lapsos de prescripción diferentes.

 


En este sentido, el sentenciador  de alzada  en su fallo, al referirse a la prescripción de la acción, indicó lo siguiente: 

 

“La accionada opuso la prescripción de la acción, de acuerdo a lo establecido en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo, admitiendo expresamente como exacto que el demandante prestó servicios personales para la demandada Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela (CANTV) desde le 01 de noviembre de 1965 hasta el 16 de septiembre de 1995, fecha ésta en la cual fuera jubilado por ‘CANTV’, aplicando para ello el Contrato Colectivo de Trabajo suscrito entre la demandada y sus trabajadores y ‘...vigente para los años 1995-1996, el cual se encuentra depositado en la Inspectoría Nacional del Trabajo del Ministerio del Trabajo, en fecha 23 de junio de 1.995..’.

 

En relación a este punto se hace necesario establecer que la jubilación o la situación en que se encuentra una persona jubilada, implica inoxerablemente la cesación del vínculo laboral activa terminado al mismo tiempo la prestación del servicio vigente, permitiendo al trabajador acogerse a un régimen de seguridad social a través del cual recibe una remuneración mensual vitalicia, al cumplirse la condición de edad límite o de años de servicios a un patrono. Es de acuerdo al dictamen de la Procuraduría General de la República, de fecha 13 de septiembre de 1972 ‘...un derecho sub-conditione, que se adquiere al cumplirse la condición respectiva...’ ( 20 años de Doctrina de la P.G.R. 1962 – 1981. Tomo II. Publicaciones de la P.G.R. Caracas.1984, p. 248).

 

En el caso que nos ocupa, se trata de una jubilación netamente convencional al derivar de la Convención Colectiva de Trabajo reconocida por las partes, esto es, previamente acordada, lo que a nuestro modo de ver las cosas conforma una causal de terminación de la relación por mutuo consentimiento. Del acuerdo de las partes contratantes deviene que el trabajador, como jubilado, recibirá una remuneración mensual denominada (pensión) que está obligado a cancelarle su patrono, hecho este, el de la jubilación del actor y el disfrute obligatorio de una pensión, que también ha quedado reconocido por los sujetos de esta litis en el contradictorio procesal. Tenemos entonces, que tanto jubilado como empresa quedan unidos por el vínculo de seguridad social convenidos por ellos o cómo lo estableció la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 27 de junio de 1991, con motivo del juicio seguido por Asociación de Jubilación de Teléfonos de Venezuela (AJUTEL) contra CANTV. ‘...La alzada no estableció que subsista la relación de trabajo luego de la jubilación, sino que ésta no rompe la vinculación laboral’. La relación de trabajo termina por cualesquiera de las causas estipuladas por la ley o en contrato, entre ellas la jubilación del trabajador, pero subsiste un vínculo jurídico que tiene sus causas en el contrato de trabajo, por lo cual tiene el carácter laboral, cuyo objeto es el pago  de las cantidades o pensiones acordadas a título de jubilación...’.

 

 

 

La parte accionada admite expresamente en el folio 63 que el actor ‘...mantiene un vínculo contractual con CANTV como jubilado de ésta...’. Pero ello no significa, a criterio de quien decide, que las acciones a intentar por los jubilados en contra de sus patronos tengan el carácter de imprescriptibles, porque ello sería contrario a los fines mismos de esta institución que tiene su base en el orden público y por cuanto chocan contra las razones jurídicas de las prescripciones liberatorias o extintivas que se centran en la necesidad de que se encuentren perfectamente definidos los derechos y acciones que correspondan a las personas y que no pese sobre nadie por tiempo indeterminado e incierto, una obligación. La razón de peso que justifica la prescriptibilidad de estas acciones, se apoya en que la prescripción liberatoria o extintiva tiene por objeto consolidar las situaciones de facto, poniendo fin a las contiendas entre las partes, cuando una de ellas abandona el ejercicio de sus derechos por el término que señale la Ley para cada caso en concreto. Si bien, la jubilación conserva su conexión con la relación laboral preexistente, lo que hizo precisamente fue ponerle fin a la relación laboral, razón que conlleva a compartir lo dicho por el tratadista Rafael Alfonso Guzmán, cuando establece que las disposiciones del artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo no pueden aplicarse a la situación del jubilado ‘...pues en el momento de hacerse exigible el derecho a cobrar cada una de las pensiones mensuales ya ha terminado, obviamente, la prestación de servicios...’ que es el punto de partida de la prescripción laboral ordinaria. Resultaría injusto para un extrabajador jubilado que se le aplique esta prescripción contada a partir de la terminación de la prestación de servicios, cuando en realidad puede precisar si existe un faltante o atraso en el pago de sus pensiones mensuales de jubilación, una vez que obtiene el pago de éstas y al no existir una disposición  legal laboral que regule esta situación debe aplicarse un lapso de prescripción que encuadre ese supuesto de hecho asimilable a la Renta Vitalicia Art. 1.788 del Código Civil) y que comience a correr desde el momento mismo de ser exigible los créditos, esto es, lo que se debe en un término fijo, no puede exigirse antes de su vencimiento. Por lo que este Sentenciador hace suyo este criterio acogido en doctrina de la Casación Social.

 

‘...No se trata de que sea imprescriptible la acción, sino de que su prescripción, a falta de disposición expresa de la legislación especial, se rige por las reglas de derecho común, concretamente, por el artículo 1.980 del Código Civil, que establece la prescripción por tres años de todo cuanto deba pagarse por año o por plazos periódicos más cortos...’.

 

Así entonces, tenemos que si la relación de trabajo que existió  entre EDDY SANTOS SÁNCHEZ contra la empresa COMPAÑÍA ANÓNIMA NACIONAL TELÉFONOS DE VENEZUELA (CANTV), finalizó el 16-09-95, la prescripción de tres años consagrada en el artículo 1.980 del Código Civil, comienza a correr a partir de la fecha de culminación de la relación que unió al actor con la demandada, es decir desde el 16-09-95 fecha ésta en que fue jubilado el demandante por la CANTV, si de seguidas efectuamos el cómputo del trienio prescriptivo, deducimos que se consumaría el 16-09-98, al respecto consta en autos, que el abogado JUAN A. RAMÍREZ TORRES apoderado de la parte demandada en fecha 22-10-97, consignó instrumento poder y se dio por citado, específicamente en el folio 35, esto es, dos (2) años, un (1) mes  y seis (6) días, menos del lapso  que establece el artículo 1.980 del Código Civil antes mencionado, cuestión que evidencia que el curso de la prescripción de la presente acción quedó definitivamente interrumpida antes de la expiración, de conformidad con lo establecido en el artículo 1.969 ejusdem, por tanto, este sentenciador concluye, que la defensa perentoria de prescripción, no debe prosperar en derecho y así será declarada en el dispositivo de este fallo.”

 

 

 


De la decisión anteriormente transcrita, se evidencia que el juez al pronunciarse sobre la improcedencia de la defensa de  prescripción de la acción solicitada por la parte demandada, aplicó el artículo 1.980 del Código Civil, que establece una prescripción de tres años, basando su decisión, en la condición de jubilado del actor, sin señalar qué tipo de prescripción operaba respecto a la pretensión contenida en la demanda referente a la diferencia en el pago de los otros conceptos solicitados.

 


Cabe señalar, que en las diferentes decisiones dictadas por esta Sala de Casación Social, al referirse al tema de la prescripción de las acciones derivadas de la relación de trabajo, se ha dejado asentado, que todas las acciones provenientes de la relación de trabajo prescriben en el lapso de un año computado a partir de la extinción del vínculo de trabajo, con fundamento en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo, con excepción de la acción cuya causa sea un accidente de trabajo o enfermedad profesional, cuyo lapso de prescripción es de dos años (artículo 62 eiusdem), que la acción para reclamar lo correspondiente por participación en los beneficios (utilidades) prescriben al año, tal lapso sólo es computable desde el momento en que sea exigible dicho derecho. Y finalmente con respecto al lapso de prescripción para demandar la jubilación, se ha precisado, que disuelto el vínculo de trabajo y optando el demandante por la jubilación especial, manifestando que su voluntad al momento de escoger estuvo viciada, la acción para reclamar su reconocimiento, al pagarse ésta por períodos menores al año, se rige por el artículo 1.980 del Código Civil, es decir de tres años.

 


Así mismo, en sentencia de fecha 29 de mayo del año 2000, con ponencia del Magistrado ALBERTO MARTINI URDANETA, esta Sala expuso:

 

“Disuelto el vínculo de trabajo en virtud de haber adquirido y habérsele reconocido al trabajador su derecho a la jubilación, ya entre las partes, jubilado y expatrono, media un vínculo de naturaleza no laboral, que se califica en consecuencia como civil, lo que hace aplicable el artículo 1.980 del Código Civil, que señala que prescribe a los 3 años todo cuanto debe pagarse por años o por plazos periódicos mas cortos, y así lo entiende y decide esta Sala de Casación Social”.

 

 

 


De lo anteriormente transcrito, se observa que el juez de alzada al pronunciarse sobre la prescripción, debió haberlo hecho separadamente, pues aún, cuando es cierto que subsisten los derechos del actor al reclamar el reajuste de la pensión otorgada, no es menos cierto que para los otros conceptos, es decir, las diferencias derivadas de las prestaciones sociales, la prescripción opera en atención a lo establecido en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 


Incurre así el Juzgador en la infracción del artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo por falta de aplicación y el artículo 1.980 del Código Civil, por falsa aplicación.

 


Al evidenciarse de lo anteriormente expuesto que el Juez Superior incurrió en la infracción de las normas delatadas toda vez que debió indicar por separado qué tipo de prescripción operaba en cada caso, se hace procedente la presente denuncia, y así se declara.-

 

-II-

 


De conformidad con el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción del artículo 288 eiusdem, por falta de aplicación.

 


Aducen los formalizantes: 

 

 

“De acuerdo con lo señalado por este Máximo Tribunal, la reformatio in peius es un vicio que consiste en la desmejora de la condición del apelante sin que medie recurso de apelación de su contraparte, lo cual, comporta la violación del principio tantum apellatum quantum devolutum.

 

También de acuerdo con lo establecido por este Máximo Tribunal, dicho vicio es denunciable, bajo la invocación de la infracción del artículo 288 del Código de Procedimiento Civil.

 

En efecto, el artículo 288 del Código de Procedimiento Civil dispone la apelabilidad de toda sentencia definitiva dictada en primera instancia, consagrando así el principio del doble grado de jurisdicción y el principio de la personalidad del recurso, según el cual la apelación sometida al superior está limitada al conocimiento del agravio proferido al apelante en la sentencia que impugna por vía de ese recurso ordinario.

 

Ahora bien, tal y como señala la recurrida en su primera página, esa superioridad conoció del juicio decidido con motivo del recurso de apelación interpuesto por nuestra representada contra la sentencia de la primera instancia; sentencia ésta que declaró ‘Parcialmente Con Lugar’ la demandada por considerar improcedente una de las pretensiones de pago esgrimidas por el actor, concretamente, la diferencia de salarios reclamada.

 

Nuestra representada fue la única apelante, en consecuencia, la decisión del Superior estaba limitada al conocimiento del agravio proferido a ésta por la sentencia de la primera instancia. Sin embargo, la recurrida, al declarar ‘Con Lugar’ la demanda, concedió al demandante todo lo que había pedido en su demanda incluyendo la diferencia que por conceptos de salarios reclamó y que le fue rechazada por la sentencia de la primera instancia, beneficiándolo así, con la apelación de su contraparte, lo cual es contrario al aludido principio de la reformatio in peius. 
 

 

En efecto, consta de la sentencia dictada por la primera instancia, en su página 13, que allí se consideró que la pretensión del actor por diferencia salarial era indeterminada y contradictoria, por lo que se declaró improcedente su pago expresándose que ello obligaría a esa instancia a declarar parcialmente con lugar la demanda, como en efecto así consta en el dispositivo de esa sentencia.

 

No obstante que el actor no apeló de dicha sentencia de primera instancia, la recurrida, en la página 14, declaró la procedencia de dichas diferencias salariales reclamadas por el actor, y, en dispositivo, se declaró ‘Con Lugar’ la demanda.

 

De lo expuesto, se evidencia que la recurrida favoreció al no apelante, concediéndole más de lo que la sentencia definitiva de primera instancia de la cual no apeló le concedió. Así la recurrida desconoció el dispositivo del artículo 288 del Código de Procedimiento Civil en cuanto a la prohibición de la reformartio in peius, infrigiendo, por falta de aplicación, la referida norma.

 

La infracción denunciada fue determinante en el dispositivo del fallo pues en éste se declaró ‘Con Lugar’ la demanda, a pesar de que la sentencia de la primera instancia la había declarado ‘Parcialmente Con Lugar’ y que el actor no apeló de la misma.

 

Para decidir, en vez de infringirlo, la recurrida ha debido aplicar el artículo 288 del Código de Procedimiento Civil. Con ello, no hubiera declarado procedente la diferencia salarial pretendida por el demandante que la sentencia de primera instancia de la cual no apelo le negó, y de esa forma, no hubiera desmejorado la condición de la demandada, como única apelante de dicha decisión.”

 

 

 


Para decidir la Sala observa:

 


La presente denuncia de infracción se contrae a evidenciar la supuesta falta de aplicación por la recurrida del artículo 288 del Código de Procedimiento Civil, ya que siendo los recurrentes los únicos apelantes en el fallo dictado por el a-quo, el Juzgado Superior al dictar su fallo desmejoró su condición, al concederle menos de lo que el Tribunal de instancia había establecido, considerando que esta decisión adolece del vicio denominado Reformatio In Peius. 

 


Cabe señalar que el vicio denominado en la doctrina “reformatio in peius”, consiste en desmejorar la condición del apelante sin mediar el correspondiente recurso de apelación de su contraparte, en este sentido ha sido reiterada la doctrina al señalar que este vicio comporta una violación al principio tantum devolutum quantum appellatum, implícito en el artículo 288 del Código de Procedimiento Civil.

 


Ahora bien, de la decisión del Superior se observa que en su dispositivo declaró con lugar la demanda incoada por el ciudadano Eddy Santos Sánchez, la cual había sido declarada parcialmente con lugar por el a-quo, quien  consideró que el pedimento de las diferencias salariales reclamadas por el demandante resultaba indeterminado y contradictorio y sobre el cual dicha parte no ejerció apelación alguna.   

 


En consecuencia, siendo que la parte demandada fue la única que apeló del fallo del a-quo, porque se consideró perjudicada por la sentencia, mal podía la recurrida desfavorecer al único apelante contra el fallo del a-quo. En atención a lo cual, considera esta Sala de Casación Social, que la recurrida infringió el artículo 288 del Código de Procedimiento Civil, por lo que se considera procedente la denuncia analizada. Así se decide.

 

-III-

 


De conformidad con lo establecido en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción de los artículos 1.277, 1.354 y 1.737 del Código Civil y los artículos 12 y 506 del Código de Procedimiento Civil, por falta de aplicación.

 

 

 


 Para fundamentar su denuncia,  los recurrentes expresan:

“En la página 15, la recurrida ordenó la corrección monetaria del monto total de lo condenado a pagar.

 

Ahora bien, las obligaciones objeto de la condena son obligaciones pecuniarias por estar determinadas en una cantidad de dinero, y esas obligaciones no pueden ser ajustadas en su quantum por así determinarlo las normas legales que rigen en la materia, a las cuales nos referimos a continuación.

 

El artículo 1.737 del Código Civil contiene el principio nominalista, que rige para todas las obligaciones pecuniarias, según lo ha considerado la doctrina, en forma unánime, Expresa dicha norma:

 

‘La obligación que resulta del préstamo de una cantidad de dinero, es siempre la de restituir la cantidad numéricamente expresada en el contrato.

 

En caso de aumento o disminución en el valor de la moneda, antes de que éste vencido el término de pago, el deudor debe devolverla sino en las monedas que tengan curso legal al tiempo del pago.’

 

El principio nominalista se relaciona con la extensión de las obligaciones pecuniarias. En doctrina, se sintetiza el significado del principio nominalista expresándose que la unidad monetaria es siempre igual así misma; una libra es igual a una libra, un dólar es igual a un dólar, un bolívar igual a un bolívar, sin importar el cambio externo e interno en el valor de la moneda.

 

Conforme a la disposición transcrita, cuando una persona está obligada a pagar una cantidad de dinero, cumple su obligación entregando a su acreedor esa misma cantidad de dinero, sin importar el cambio, en su valor extrínseco o intrínseco, que haya sufrido la unidad monetaria en la queda efectuarse el pago. Las fluctuaciones habidas en el valor  real de la moneda, son pues irrelevantes, respecto de la identidad de la cosa debida.

 

En materia de retardo en el pago de las obligaciones pecuniarias, la norma aplicable es el artículo 1.277 del Código Civil, según el cual a falta de convenio, en las obligaciones que tienen por objeto una cantidad de dinero, los daños y perjuicios resultantes del retardo en el cumplimiento consisten siempre en el pago del interés legal.

 

Ha interpretado la Sala de Casación Civil de la extinta Corte Suprema de Justicia, en decisión de fecha 30 de septiembre de 1992, -la cual ha sido ratificada por estas Salas-, (sic) basada en una opinión del Dr. Luis Gramcko, que ‘...no pueden considerarse como daños y perjuicios la desvalorización monetaria ocurrida posteriormente al vencimiento del término del pago de la obligación’ y que según los términos del artículo 1.737 del Código Civil, ‘...por haberse producido una variación en el valor de la moneda en que se va a pagar la obligación, después de la fecha establecida, es posible aplicar el método indexativo...’. Tal decisión pues, deduce, que según el artículo 1.737 del Código Civil, el principio nominalista rige cuando no esté vencido el término del pago y que vencido éste es posible indexar o reajustar el valor de la moneda en la que debe de efectuarse el pago. Tal interpretación, en nuestro criterio, no es correcta.

 

Cuando el artículo 1.737 del Código Civil se refiere al vencimiento del término del pago, alude al momento en que el crédito se hace exigible y debe de ser satisfecho. No pretende el legislador regular allí sanciones al deudor que retarda el cumplimiento de su obligación, pues ello está regulado en el artículo 1.277 del mismo Código, en forma expresa.

 

El artículo 1.737 del Código Civil, sólo se refiere al tiempo de pago de la obligación, es decir, al momento en que surgen los efectos de la obligación pero no regula dichos efectos. Ha de entenderse pues, porque así lo ha previsto el legislador, que antes del vencimiento del término del pago el deudor debe pagar sólo la cantidad numéricamente debida; la misma cantidad objeto de su obligación. Vencido el término del pago, y cuando surgen entonces los efectos de la obligación pecuniaria no cumplida a tiempo, es preciso determinar previamente si el deudo ha incurrido en mora, en cuyo caso será necesario aplicar el artículo 1.277 del Código Civil, que es la norma que regula la sanción al retardo del deudor, quien entonces, no sólo deberá pagar la misma cantidad que numéricamente adeuda, sino los daños y perjuicios que su retardo haya causado, los cuales, a falta de convenio, consistirán siempre, en el pago del interés legal.

 

Al reflexionar sobre la interpretación de la sentencia dictada por esta Sala el 30 de septiembre de 1.992, que radica en la coincidencia que se ha pretendido encontrar entre el momento del vencimiento del ´término del (sic) de pago’ y el momento en que el deudor incurre en situación de mora, cabe observar, con todo respeto, que no siempre existe una relación recíproca entre el momento en que la obligación se hace exigible y la incursión del deudor en mora. Así pues, la llegada del día de pago no produce, en todos los casos, una perfecta correlación entre ‘vencimiento del término’ y exigibilidad de la obligación’, ya que si el término se estableció en favor del deudor éste puede haber renunciado a él y el acreedor no puede rechazar el cumplimiento, como no podía reclamarlo antes del vencimiento; si el término de pago se haya establecido a favor del acreedor, éste está facultado para exigir el pago antes del vencimiento del término, pero el deudor no podrá pretender efectuar el pago antes del vencimiento del término.

 

Si no en todos los casos el vencimiento del término implica la exigibilidad de la obligación, mal puede interpretarse que llegado el vencimiento del término el deudor incurre en mora.

 

El artículo 1.737 del Código Civil lo que regula es el objeto de la obligación del deudor y conforme a ella, el deudor, antes y después del vencimiento del término, debe lo mismo: una cantidad de dinero numéricamente igual a la determinada en el momento de la constitución de la obligación.

 

No existe pues en el artículo 1.737 del Código Civil, que no determina ni regula los efectos de las obligaciones pecuniarias cuando vence el término de pago de éstos, ninguna estipulación que permita interpretar que cuando el valor de la moneda en la cual debe efectuarse el pago, haya variado, el deudor moroso debe responder por dicha variación y que por tanto, su obligación esté sujeta a una corrección monetaria.

 

Por vía de interpretación, no pueden los jueces crear responsabilidades que el legislador no ha previsto.

 

El argumento a contrario, en uso del cual, la aludida sentencia, en adopción al criterio del Dr. Gramcko, declara que si el aumento o disminución de la moneda en que debe pagarse ocurre después de vencido el término del pago, es posible aplicar la corrección monetaria, es contrario a derecho, puesto que ha sido utilizado para contrariar la validez en nuestra legislación del principio nominalista -que el artículo 1.737 instituye-, para innovar e inmiscuirse en el tema de la sanción al deudor que retarda el cumplimiento de su obligación, a pesar de que ya el Código Civil, en el capitulo III, del Título III, contiene normas expresas que regulan los efectos de las obligaciones. El artículo 1.737 del Código Civil, no regula ni se refiere a la sanción en que ha de incurrir el deudor de una obligación pecuniaria que incurre en mora de pagarla, sanción que sí expresamente regula el legislador en el artículo 1.277 del mismo Código.

 

Las obligaciones pecuniarias pues, están sujetas al principio nominalista previsto en el artículo 1.737 del Código Civil, antes y después de vencido el término de pago. Las obligaciones pecuniarias no se convierten en obligaciones de valor por el hecho de que el deudor haya incurrido en mora; la mora del deudor no es un modo de ‘novación’ de la obligación pecuniaria, la mora del deudor tiene una sanción específica prevista en el artículo 1.277 del Código Civil y ante el tema de la indexación o corrección monetaria de una obligación pecuniaria, la interpretación del artículo 1.737 del Código Civil en relación con el 1.277, deben conducir, necesariamente, a desechar la utilización de un método de interpretación que la razón y el derecho rechazan.

 

Aplicadas las argumentaciones antes expuestas al caso de autos, es forzoso concluir que la recurrida, cuando ordena efectuar la llamada ‘corrección monetaria’ a las obligaciones pecuniarias objeto de la condena, infringe, por falta de aplicación:

 

1.- El artículo 1.737 del Código Civil, según el cual las obligaciones pecuniarias se cumplen mediante la restitución de una cantidad de dinero numéricamente igual a la debida y 

2.- El artículo 1.277 del Código Civil, según el cual, a falta de convenio especial, en las obligaciones que tienen por objeto una cantidad de dinero, los daños y perjuicios resultantes del retardo en el cumplimiento, consisten siempre en el pago del interés legal.

 

El artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, expresa:

 

‘Los jueces tendrán por norte de sus actos la verdad, que procurarán conocer en los límites de su oficio. En sus decisiones el Juez debe atenerse a las normas del derecho a menos que la Ley lo faculte para decidir con arreglo a la equidad. Debe atenerse a lo alegado y probado en autos, sin poder sacar elementos de convicción fuera de éstos, ni suplir excepciones o argumentos de hecho no alegados ni probados. El Juez puede fundar su decisión en los conocimientos de hecho que se encuentren comprendidos en la experiencia común o máximas de experiencia.

 

En la interpretación de contratos o actos que presenten  oscuridad, ambigüedad o deficiencia, los jueces se atendrán al propósito y a la intención de las partes o de los otorgantes, teniendo en mira las exigencias de la ley, de la verdad y de la buena fe’.

 

No existe ninguna norma de derecho que faculte a los jueces a ordenar corrección monetaria a las obligaciones pecuniarias. El Juez de la recurrida, al ordenar efectuar la corrección monetaria en las cantidades que condena pagar, sin que exista una norma de derecho que lo faculte para ello, infringió el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, que le ordena atenerse, en sus decisiones, a las normas de derecho.

 

En íntima conexión con estos conceptos, el ordenar la llamada ‘corrección monetaria’, como lo hizo la recurrida, comporta, además, la infracción, por falta de aplicación, de los artículos 1354 del Código Civil y 506 del Código de Procedimiento Civil. En efecto, el reajuste por corrección monetaria- sino como un medio de reparar al acreedor el daño por depreciación monetaria sobrevenida durante ese retardo culposo (mora) en pagar la obligación. La ‘corrección monetaria’ habría de proceder a título de reparación de ese daño. Pero entonces, corresponderá a quien aspire a tal indemnización formular la respectiva pretensión y probar el daño efectivamente sufrido, puesto que ‘las partes tienen la carga de probar sus respectivas afirmaciones de hecho’, conforme al artículo 506 del Código de Procedimiento Civil, y ‘quien pida la ejecución de una obligación (obligación  de indemnizar, en el caso de la ‘corrección monetaria’) debe probarla, como disponen el artículo 1354 del Código Civil y el citado artículo 506 del Código de Procedimiento Civil.

 

Por lo tanto, el acreedor de una obligación pecuniaria que pretenda haber sufrido un daño con ocasión de una depreciación de la moneda ocurrida durante la mora de su deudor, tiene la carga de formular la correspondiente pretensión de indemnización, y de probar  el daño a cuya reparación aspire. El ordenar de esta reparación, sin que haya sido producida su prueba, determina que la recurrida incurrió en infracción de los citados artículos 1354 del Código Civil y 506 del Código de Procedimiento Civil.

 

El criterio anterior ha sido sostenido por el Dr. Enrique Lagrange, en su trabajo ‘Retardo en el Cumplimiento de Obligaciones Pecuniarias y Depreciación de la Moneda’ publicado en la revista de la Facultad de Derecho N° 49, de la Universidad Católica Andrés Bello, en el año 1.994.

 

Las infracciones antes denunciadas fueron determinantes en el dispositivo del fallo pues el dispositivo del fallo ordenó efectuar la corrección monetaria a las cantidades que condenó pagar a la demandada.

 

Para decidir, el Juez de la recurrida ha debido aplicar el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, que le ordena atenerse, en su decisión a las normas de derecho  y no existiendo ninguna norma de derecho que oculte a los jueces a ordenar una corrección monetaria a las obligaciones pecuniarias, ha debido abstenerse de ordenar tal corrección.”

 

 


Para decidir la Sala observa:

 


Los recurrentes delatan como infringidos por la recurrida la normativa legal inserta en los artículos 1.277, 1.354 y 1.737 del Código Civil y los artículos 12 y 506 del Código de Procedimiento Civil, por falta de aplicación, por cuanto a criterio de los recurrentes, el juez de alzada debió de abstenerse de ordenar la corrección  monetaria, en virtud que no existe ninguna norma de derecho que lo faculte para tal hecho.

 


Al respecto, esta Sala de Casación Social en sentencia de fecha 18 de mayo del año 2000, con ponencia del Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta, en relación con de los artículos supra indicados, dejó sentado lo siguiente:

 

“Por su parte los artículos del Código Civil denunciados por falta de aplicación rezan textualmente:

 

Artículo 1.737: ‘La obligación que resulta del préstamo de una cantidad de dinero, es siempre la de restituir la cantidad numéricamente expresada en el contrato. En caso de aumento a disminución en el valor de la moneda, antes de que esté vencido el término de pago, el deudor debe devolver la cantidad dada en préstamo, y no está obligado a devolverla sino en las monedas que tengan curso legal al tiempo del pago.’

 

Artículo 1.277: ‘A falta de convenio en las obligaciones que tienen por objeto una cantidad  de dinero, los daños y perjuicios resultantes del retardo en el cumplimiento consisten siempre en el pago del interés legal, salvo disposiciones especiales.

 

Se deben estos daños desde el día de la mora sin que el acreedor esté obligado a comprobar ninguna pérdida.’

 

El primer artículo consagra la obligación de restituir la cantidad de dinero, numéricamente expresada en el contrato que resulta de un préstamo, y la corrección monetaria acordada por el Tribunal de alzada, como se dejó establecido en sentencia proferida por este Alto Tribunal  de fecha 17 de marzo de 1993 (Camillius Lamorell vs. Machinery Care y otro), es el método para restablecer la lesión que realmente sufre el valor adquisitivo de los salarios y prestaciones del trabajador y se produce por el retardo en el cumplimiento oportuno de esa obligación, produciéndose así una ventaja para el moroso y un daño para el sujeto legalmente protegido con derecho a ellas.

 

Así el artículo 1737 del Código Civil trata de una obligación que debe ser cancelada en dinero y más bien sobre la misma puede ocurrir el ajuste monetario cuando la variación en el valor de la moneda ocurre después del término fijado para el pago, con objeto de restablecer así el equilibrio roto por el aumento o disminución en el poder adquisitivo de la misma. (Sentencia del 30 de septiembre de 1992).

 

Siendo así, y al no tratarse en el caso bajo estudio de una indexación acordada sobre una obligación que resulta de un préstamo y que debe ser cancelada en dinero, sino por el contrario, la corrección monetaria sobre conceptos laborales demandados que se produjeron por la existencia de una relación laboral, no debía aplicar la recurrida el artículo 1737 del Código Civil, siendo además, como antes se indicó, que sobre tal obligación también procede el ajuste monetario cuando la variación en el valor de la moneda ocurra después del término fijado para su pago.

 

En consecuencia, no resulta infringido por parte de la sentencia recurrida tal disposición legal por falta de aplicación. Así se decide.

 

El segundo artículo transcrito consagra el pago del interés legal por los daños y perjuicios resultantes del retardo en el cumplimiento. 

 

En el caso de autos, la indexación acordada no se puede identificar con lo establecido en dicha disposición legal, es decir, con los daños y perjuicios resultantes del retardo en el cumplimiento, no sólo por tener la obligación de reparar tales daños un deber de objeto distinto al original incumplido, a diferencia de lo que sucede con la indexación, como lo enseña el Dr. Rafael Alfonso Guzmán, en su “Nueva Didáctica del derecho del Trabajo”, sino porque, como consecuencia de dicha diferencia de objeto pero de idéntica naturaleza patrimonial, ambos rubros, reajuste monetario o intereses legales o convencionales por el retardo (artículo 1277 del Código Civil), podrían ser conjuntamente demandados judicialmente.

 

Siendo así, tampoco resulta infringido por la recurrida el artículo 1277 del Código Civil por falta de aplicación. Así se decide.

 

Por último alega el recurrente la infracción del artículo 506 del Código de Procedimiento Civil también por falta de aplicación, en razón de que ‘la indexación o corrección monetaria supone que el acreedor sufre un daño en su patrimonio por el retardo en el pago efectuado por el deudor. Pero todo daño debe probarse y ser solicitado así por el acreedor; de modo que el acreedor tiene la obligación de comprobar hasta dónde le afectó el pago fuera de su oportunidad, esto es, al vencimiento”.

 

Al respecto es de señalarle al formalizante que si bien está disposición legal es denunciable por casación sobre los hechos con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil al ser una norma de las reguladoras del establecimiento de los hechos, por cuanto está referida a la carga de la prueba, es necesario que se fundamente tal denuncia en concordancia con el artículo 320 eiusdem por ser la técnica adecuada según jurisprudencia reiterada de este Alto Tribunal para tal decisión, como se dejó, establecido en el capitulo II del recurso por infracción de ley arriba analizado. No obstante, se pasa al análisis de la misma en los siguientes términos.

 

Tal disposición legal si bien consagra la carga de la prueba, la indexación acordada por el Juzgado Superior, que a decir del recurrente, supone que el acreedor sufre un daño en su patrimonio por el retardo en el pago efectuado por el deudor, no debe ser probada por el acreedor, como lo indica el formalizante en su escrito, por tratarse de una máxima de experiencia.

 

La secuencia que realiza el recurrente, como lo es, que la corrección monetaria supone un daño en el patrimonio del acreedor, que el daño debe probarse y ser solicitado así por el acreedor, de modo que el mismo tiene la obligación de comprobar hasta dónde le afectó el pago fuera de su oportunidad, esto es, al vencimiento, para delatar la falta de aplicación del artículo 506 del Código de Procedimiento Civil, no se relaciona con la indexación acordada por la recurrida, ya que la misma para ser ordenada, no requiere ser probada, por el contrario, según la sentencia arriba citada, el ajuste monetario puede ser ordenado de oficio por el Juez, aunque no haya sido solicitado por el interesado.

 

En consecuencia no incurre el sentenciador Superior en la infracción de la norma delatada, razón por la cual la presente delación resulta improcedente y así se decide.

 

 

 


En consecuencia, de lo anteriormente transcrito se evidencia que no incurrió el sentenciador superior en la infracción de la norma delatada, en atención a que, como ya se indicó, al no tratarse la indexación sobre una obligación de un préstamo sino de una corrección monetaria sobre conceptos laborales en la cual procede el ajuste monetario, debido a la variación en el valor de la moneda después del término fijado para su pago y por cuanto el ajuste monetario puede ser ordenado por el Juez de oficio, aun cuando no haya sido solicitado resulta improcedente la presente delación y así se decide.-

 


A mayor abundamiento, cabe señalar que en los juicios laborales que tengan por objeto la cancelación de las prestaciones sociales del trabajador, la indexación judicial de dichos conceptos es materia de orden público, y en consecuencia, el sentenciador debe aplicarla aún y cuando no le haya sido solicitada y así ha quedado establecido por este Alto Tribunal en múltiples decisiones dictadas al respecto.

 


En virtud de lo anteriormente expuesto el sentenciador de la recurrida tenía plena facultad para ordenar la corrección monetaria de la cantidad condenada a pagar a la parte demandante.

 


Por todo lo anteriormente expuesto, esta Sala de Casación Social declara improcedente la presente denuncia. Así se decide.

 


En virtud de la declaratoria de procedencia  de las denuncias de fondo, esta Sala considera innecesario conocer las denuncias de forma delatadas, así se decide.
 

DECISIÓN

 


En mérito de las anteriores consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, (accidental) administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: CON LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la parte demandada, contra  la sentencia dictada por el Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, de fecha 6 de abril del año 2001. En consecuencia, se repone la causa al estado de que sea dictada nueva sentencia por el Tribunal Superior que resulte competente sin incurrir en los vicios señalados

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Juzgado Superior de origen, todo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 322 del Código de Procedimiento Civil.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social (accidental) del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los  diecinueve (19) días del mes de diciembre  de dos mil uno. Años: 191° de la Independencia y 142° de la Federación.
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___________________________
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